
 

Pongamos un ejemplo básico para visualizar mejor este hecho: El 

cesionario compra, al cedente, una deuda –dentro del paquete- de 

100.000 € abonando el 5% de la misma, 5.000 €. Luego, a ese deudor 

le reclama un 3% de interés remuneratorio y un 7% de mora, anual, 

sobre los 100.000 €. En total: 3.000 € y 7.000 €, respectivamente. 

 
Tales cuantías suponen, en un solo año: 

 

1º.- El 200% del capital realmente desembolsado por el 

cesionario y por el total de la deuda, 5.000 €. Usura en 

todo su esplendor. 

 

2º.- Y en relación a los intereses anuales: 

 

A.- Interés remuneratorio: 3.000 € sobre 100.000 € (3%) 

equivaldría a un interés de este tipo de 60% sobre la 

cantidad realmente desembolsada, 5.000 €. Delictivo. 

 

B.- Interés de mora: 7.000 € sobre 100.000 € (7%) 

equivaldría a un interés de este tipo de 140% sobre la 

cantidad realmente desembolsada, 5.000 €. De auténtico 

bochorno. 

 
Imagínense si se giran los intereses, no de un año, sino de 

varios, las salvajes plusvalías que puede sacar el cesionario 

sobre la cantidad realmente abonada por la deuda, y a eso sumarle 

toda el débito que el prestatario tenía pendiente de abono al 

cedente, ya que todos los estamentos de este país se compinchan 

con los carroñeros para que estos no dejen de nosotros ni los 

huesos. Realmente repugnante y vomitivo. 

 
Ahora, con este ejemplo, se puede entender un poco mejor el hecho 

de considerar a los actores involucrados en el blanqueo de estos 

escandalosos amaños y chanchullos, como auténticos delincuentes 

que permiten robar, hurtar, afanar, sustraer, birlar, quitar, 

mangar y rapiñar al ciudadano, como consumidor y usuario, hasta la 

última moneda de la calderilla de sus bolsillos. 

 
Hay que empezar a perseguir a este tipo de calaña, muy de traje y 

corbata, pero de muy baja estofa, que en el fondo constituyen el 

`auténtico lumpen´ de la sociedad. Han de terminar sentados ante 

el juez –aunque esta no sea ninguna garantía en este `Estado de 

desecho´- por su conducta y comportamiento antisocial en relación 

a la ciudadanía del país, a la que debiera protegerse de estos 

golfos con nuestra Constitución, y de forma –por ejemplo- tan 

vehemente como se utiliza en otras circunstancias probablemente de 

menor importancia para el devenir diario de sus casi 47 millones 

de ciudadanos. 


